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Bogotá D.C, 23 de Septiembre de 2014

Honorable Representante

JAIME BUENAHORA FEBRES

Presidente Comisión Primera 

Cámara de Representantes

Ciudad

ASUNTO: Informe de Ponencia para Primer Debate del Proyecto de Acto Legislativo 06 de 2014 Cámara “por el cual se modifican los artículos 107 y 134 de la Constitución Política”.
Respetado Doctor:

En condición de Ponentes Coordinadores designados por la Mesa Directiva de la Comisión Primera Permanente de Cámara, mediante Acta No. 001 y oficio 00031 del 6 de Agosto de  2014, notificada el 11 de agosto de la actual vigencia y conforme a lo expresado en el artículo 150 de la Ley 5ª de 1992, nos permitimos presentar ponencia para primer debate en la comisión primera constitucional permanente de la cámara de Representantes al Proyecto de Acto Legislativo 06 de 2014 Cámara “por el cual se modifican los artículos 107 y 134 de la Constitución Política”.
Cordialmente, 

________________________________        ​​​​​​​​​​​​​​​​​​​​​________________________________        ​​​​​​​​​​​​H.R. NORBEY MARULANDA MUÑOZ         H.R. OSCAR FERNANDO BRAVO REALPE
Representante a la Cámara                          Representante a la Cámara                     

Departamento del Vaupés                            Departamento de Nariño

Coordinador Ponente                                   Coordinador Ponente

________________________________  

H.R. HERNÁN PENAGOS GIRALDO

Representante a la Cámara  

Departamento de Caldas

Coordinador Ponente

INFORME DE PONENCIA PARA PRIMER DEBATE DEL PROYECTO DE ACTO LEGISLATIVO 06 DE 2014 CÁMARA
“por el cual se modifican los artículos 107 y 134 de la Constitución Política”

SÍNTESIS DEL PROYECTO                                          

A través del Proyecto de Acto Legislativo se busca fortalecer la democracia y la rendición de cuentas de los partidos políticos, incluyendo la obligación de estas colectividades de responder políticamente por la comisión de “delitos contra la administración pública” de sus integrantes, y estableciendo además la condena por estas conductas, como una más de las razones por las cuales los partidos no podrán reemplazar las curules de sus representantes en las corporaciones públicas de elección popular. 

TRÁMITE DEL PROYECTO

Origen: Congresional
Autores: H.R. ANGÉLICA LOZANO CORREA, H.R. CARLOS GERMÁN NAVAS TALERO, H.R. ALIRIO URIBE MUÑOZ.

Proyecto Publicado: Gaceta No 364 de 2014.

COMPETENCIA Y ASIGNACIÓN DE PONENCIA

Con base en la designación de la mesa directiva Acta No. 001 y oficio 00031 del 6 de Agosto de  2014, notificada el 11 de  agosto de la actual vigencia y conforme a lo expresado en el artículo 150 de la Ley 5ª de 1992,  somos ponentes del Proyecto de Acto Legislativo No. 006 de 2014 los H.R. NORBEY MARULANDA MUÑOZ, JORGE ENRIQUE ROZO RODRIGUEZ, SANTIAGO VALENCIA GONZALEZ, OSCAR FERNANDO BRAVO REALPE, HERNÁN PENAGOS GIRALDO, ANGÉLICA LISBETH LOZANO CORREA, CARLOS GERMÁN NAVAS TALERO, FERNANDO DE LA PEÑA MARQUEZ Y JOSÉ RODOLFO PÉREZ SUAREZ.
COMENTARIOS DE LOS PONENTES

Por medio de este Proyecto de Acto Legislativo se busca fortalecer la democracia, la responsabilidad de los partidos políticos en Colombia y extender la rendición de cuentas a los partidos que  avalan a los servidores públicos que desempeñan cargos en las entidades del Estado. Señala el proyecto que la reiterada incursión de servidores públicos en conductas punibles y tipificadas por la legislación colombiana ha generado un ambiente de desconfianza e incredulidad de la ciudadanía hacía las instituciones del Estado y hacia quienes ejercen cargos públicos. Lo anterior se ve reflejado en  bajos niveles de participación ciudadana en las diferentes jornadas democráticas de elección popular. 

En un régimen político como el colombiano, la máxima expresión de la democracia es la aplicación de los mecanismos de elección popular para la selección de gobernantes y representantes, ejercicio que solo puede  concretarse a través de la operación de partidos políticos, que avalan y postulan candidatos. El importante rol que juegan los partidos políticos en este proceso ha llevado al legislador a definir en la Constitución y la ley mecanismos orientados a garantizar la responsabilidad política de los mismos por las conductas en que incurran sus candidatos y representantes.

El principal avance hecho por el legislador en esta materia se logró mediante la aprobación del Acto Legislativo 01 de 2009. Mediante esta reforma se modificó el artículo 107 de la Constitución con el fin de fortalecer la responsabilidad de los partidos políticos por la violación de las normas que rigen su organización, funcionamiento y financiación, así como  por avalar candidatos a cargos de elección popular que hayan sido condenados por delitos por delitos relacionados con la vinculación a grupos armados ilegales, narcotráfico, delitos contra los mecanismos de participación democrática o de lesa humanidad. En el mismo sentido, este Acto Legislativo modificó el artículo 134 para señalar que los miembros de las corporaciones públicas de elección popular no podrán ser reemplazados en el caso de que sus miembros hayan recibido condena penal o medida de aseguramiento por delitos relacionados con: pertenencia, promoción o financiación a/o por grupos armados ilegales, narcotráfico, delitos contra los mecanismos de participación democrática o de lesa humanidad.
El Objetivo del Proyecto de Acto Legislativo 06 de 2014 Cámara, es fortalecer aún más las medidas fijadas por el legislador en materia de responsabilidad de los partidos políticos, incluyendo la condena por “delitos contra la administración pública” de los integrantes y representantes de los partidos como una más de las condiciones por las cuales las colectividades deben responder, y como una más de las conductas bajo las cuales no les será posible reemplazar las curules de sus avalados en las corporaciones públicas de elección popular.
Razones del Proyecto

La Corrupción es uno de los mayores flagelos de sociedad colombiana, pues impide el desarrollo nacional y prolonga la pobreza. La exposición de motivos del proyecto, acogiendo la definición  que Gianfranco Pasquino, señala que puede entenderse por corrupción “el fenómeno por medio del cual un funcionario público es impulsado a actuar de modo distinto a los estándares normativos del sistema para favorecer intereses particulares a cambio de una recompensa. Corrupto es, por lo tanto, el comportamiento desviado de aquel que ocupa un papel en la estructura estatal”
.
En el mismo sentido se enfatiza en que  “la captura del Estado responde a una forma de corrupción a gran escala que debilita la estructura económica de un país porque distorsiona la formulación de leyes, normas, decretos, reglas y regulaciones…”
 y  se presenta el concepto de “reconfiguración cooptada del Estado” entendida como una forma de profundización de los dos fenómenos anteriores, y como la acción de organizaciones legales e ilegales que mediante prácticas ilegítimas, buscan modificar, desde adentro, el régimen político de manera sistémica e influir en la formación, modificación, interpretación y aplicación de las reglas de juego y de las políticas públicas, para obtener beneficios sostenibles y lograr que sus intereses sean validados política y legalmente, y legitimados socialmente en el largo plazo
.
Estas formas de abuso del poder vienen formando costumbre en nuestro país, afectando gravemente la conciencia del servidor público, al punto de que la práctica de estas conductas irregulares no genera la reacción y consecuencias en la ciudadanía y la opinión pública. 
Cabe recordar que la tipificación penal de las conductas que representan actos de corrupción es establecida en la legislación nacional mediante el Título XV del Código Penal, que fija los denominados “Delitos contra la administración pública”. Se señala en esta norma, entre otras conductas, el peculado, la concusión, el cohecho, la celebración indebida de contratos, el tráfico de influencias, el enriquecimiento ilícito y el prevaricato.

La modificación de los artículos 107 y 134, para incluir la expresión “delitos contra la administración pública” dentro las conductas por las cuales deben responder los partidos permitirá al Estado exigir a estas organizaciones mayores niveles de organización y selección de sus representantes, lo que cualificará también el nivel de debate y la operación de las corporaciones públicas de elección popular.    

La ampliación de los niveles de responsabilidad de los partidos por las conductas de sus integrantes va en sintonía con lo señalado por Maurice Duverger: “Quien conoce el derecho constitucional clásico e ignora el papel de los partidos, tiene una visión falsa de los regímenes políticos contemporáneos; quien conoce el papel de los partidos e ignora el derecho constitucional clásico, tiene una visión incompleta pero exacta de los regímenes políticos contemporáneos” 
. 

La ausencia de los delitos contra la Administración pública como causal de pérdida de curul es un defecto de diseño institucional. Su inclusión, incentivará un comportamiento de los servidores públicos compatible con los objetivos de la Administración Pública y el bien jurídico tutelado por el tipo penal, y desestimulará a aquellos que vayan en contravía estos principios. 

Dentro de la exposición de motivos del proyecto se explica que el hecho de excluir los delitos contra la administración pública de las causales de pérdida de la curul puede permitir a los partidos incluir dentro de sus filas a personas incursas en este tipo de conductas sin asumir ningún tipo de responsabilidad. Se señala que incluir estas conductas dentro de las causales de pérdida de curul y elevar los niveles de sanción jurídica para los partidos que avalen personas incursas en estos delitos, obligará a las colectividades a ejercer un mayor control y cualificar los procesos de selección de sus representantes. 

En conclusión, y después de analizar los propósitos y alcances del proyecto de acto legislativo 06 de 2014, se considera desde la perspectiva de los ponentes que las medidas propuestas por el proyecto resultarán convenientes y que darán más herramientas al Estado y la sociedad para impedir que personas que no estén orientadas por el interés general y la vocación de servicio al país, sino por la búsqueda de intereses particulares, sigan ocupando cargos en las corporaciones públicas de elección popular del país.

PROPOSICIÓN

Por las anteriores consideraciones, nos permitimos solicitar a los Representantes de la Comisión Primera Constitucional de la Cámara de Representantes, aprobar en Primer Debate el Proyecto de Acto Legislativo 006 de 2014 Cámara “por el cual se modifican los artículos 107 y 134 de la Constitución Política”.
De los Honorables Representantes,

________________________________        ​​​​​​​​​​​​​​​​​​​​​________________________________        ​​​​​​​​​​​​H.R. NORBEY MARULANDA MUÑOZ         H.R. OSCAR FERNANDO BRAVO REALPE
Coordinador Ponente                                   Coordinador Ponente

________________________________           ________________________________        
H.R. HERNÁN PENAGOS GIRALDO              H.R JORGE ENRIQUE ROZO             
Coordinador Ponente                                      Ponente

________________________________           ________________________________
H.R. FERNANDO DE LA PEÑA MARQUEZ    H.R. JOSE RODOLFO PÉREZ SUAREZ                   

Ponente                                                        Ponente

________________________________           ________________________________
H.R. SANTIAGO VALENCIA GONZALEZ      H.R. CARLOS GERMÁN NAVAS TALERO
Ponente                                                       Ponente

________________________________
H.R. ANGÉLICA LISBETH LOZANO CORREA
TEXTO PROPUESTO PARA PRIMER DEBATE AL PROYECTO DE ACTO LEGISLATIVO 006 DE 2014 CÁMARA.

“Por el cual se modifican los artículos 107 y 134 de la Constitución Política”
El Congreso de Colombia
DECRETA:
Artículo 1º. El artículo 107 de la Constitución quedará así:
Se garantiza a todos los ciudadanos el derecho a fundar, organizar y desarrollar partidos y movimientos políticos, y la libertad de afiliarse a ellos o de retirarse.
En ningún caso se permitirá a los ciudadanos pertenecer simultáneamente a más de un partido o movimiento político con personería jurídica.
Los Partidos y Movimientos Políticos se organizarán democráticamente y tendrán como principios rectores la transparencia, objetividad, moralidad, la equidad de género, y el deber de presentar y divulgar sus programas políticos.
Para la toma de sus decisiones o la escogencia de sus candidatos propios o por coalición, podrán celebrar consultas populares o internas o interpartidistas que coincidan o no con las elecciones a Corporaciones Públicas, de acuerdo con lo previsto en sus Estatutos y en la ley.
En el caso de las consultas populares se aplicarán las normas sobre financiación y publicidad de campañas y acceso a los medios de comunicación del Estado, que rigen para las elecciones ordinarias. Quien participe en las consultas de un partido o movimiento político o en consultas interpartidistas, no podrá inscribirse por otro en el mismo proceso electoral. El resultado de las consultas será obligatorio.
Los directivos de los Partidos y Movimientos Políticos deberán propiciar procesos de democratización interna y el fortalecimiento del régimen de bancadas.
Los Partidos y Movimientos Políticos deberán responder por toda violación o contravención a las normas que rigen su organización, funcionamiento o financiación, así como también por avalar candidatos elegidos en cargos o Corporaciones Públicas de elección popular, quienes hayan sido o fueren condenados durante el ejercicio del cargo al cual se avaló mediante sentencia ejecutoriada en Colombia o en el exterior por delitos relacionados con la vinculación a grupos armados ilegales y actividades del narcotráfico o de delitos contra los mecanismos de participación democrática, o de lesa humanidad, o por delitos contra la administración pública.
Los partidos o movimientos políticos también responderán por avalar a candidatos no elegidos para cargos o Corporaciones Públicas de Elección Popular, si estos hubieran sido o fueren condenados durante el período del cargo público al cual se candidatizó, mediante sentencia ejecutoriada en Colombia o en el exterior por delitos relacionados con la vinculación a grupos armados ilegales y actividades del narcotráfico, cometidos con anterioridad a la expedición del aval correspondiente.
Las sanciones podrán consistir en multas, devolución de los recursos públicos percibidos mediante el sistema de reposición de votos, hasta la cancelación de la personería jurídica. Cuando se trate de estas condenas a quienes fueron electos para cargos uninominales, el partido o movimiento que avaló al condenado, no podrá presentar candidatos para las siguientes elecciones en esa Circunscripción. Si faltan menos de 18 meses para las siguientes elecciones, no podrán presentar terna, caso en el cual, el nominador podrá libremente designar el reemplazo.
Los directivos de los partidos a quienes se demuestre que no han procedido con el debido cuidado y diligencia en el ejercicio de los derechos y obligaciones que les confiere Personería Jurídica también estarán sujetos a las sanciones que determine la ley.
También se garantiza a las organizaciones sociales el derecho a manifestarse y a participar en eventos políticos.
Quien siendo miembro de una corporación pública decida presentarse a la siguiente elección, por un partido distinto, deberá renunciar a la curul al menos doce (12) meses antes del primer día de inscripciones.
Artículo 2º. El artículo 134 de la Constitución quedará así:
Los miembros de las Corporaciones Públicas de elección popular no tendrán suplentes. Solo podrán ser reemplazados en caso de muerte, incapacidad física absoluta para el ejercicio del cargo, declaración de nulidad de la elección, renuncia justificada, y aceptada por la respectiva Corporación, sanción disciplinaria consistente en destitución, pérdida de investidura, condena penal o medida de aseguramiento por delitos distintos a las relacionadas con pertenencia, promoción o financiación a/o por grupos armados ilegales, de narcotráfico, delitos contra los mecanismos de participación democrática o de lesa humanidad, delitos contra la administración pública o cuando el miembro de una Corporación pública decida presentarse por un partido distinto según lo planteado en el Parágrafo Transitorio 1º del artículo 107 de la Constitución Política.
En tales casos, el titular será reemplazado por el candidato no elegido que, según el orden de inscripción o votación obtenida, le siga en forma sucesiva y descendente en la misma lista electoral.
Como consecuencia de la regla general establecida en el presente artículo, no podrá ser reemplazado un miembro de una corporación pública de elección popular a partir del momento en que le sea proferida orden de captura, dentro de un proceso penal al cual se le vinculare formalmente, por delitos relacionados con la pertenencia, promoción o financiación a/o por grupos arma dos ilegales, de narcotráfico o delitos de lesa humanidad. La sentencia condenatoria producirá como efecto la pérdida definitiva de la curul, para el partido al que pertenezca el miembro de la Corporación Pública.
No habrá faltas temporales, salvo cuando las mujeres, por razón de licencia de maternidad deban ausentarse del cargo. La renuncia de un miembro de corporación pública de elección popular, cuando se le haya iniciado vinculación formal por delitos cometidos en Colombia o en el exterior, relacionados con pertenencia, promoción o financiación a/o por grupos armados ilegales, de narcotráfico o delitos contra los mecanismos de participación democrática o de lesa humanidad, generará la pérdida de su calidad de congresista, diputado, concejal o edil, y no producirá como efecto el ingreso de quien corresponda en la lista. Las faltas temporales no darán lugar a reemplazos.
Cuando ocurra alguna de las circunstancias que implique que no pueda ser reemplazado un miembro elegido a una Corporación Pública, para todos los efectos de conformación de quórum, se tendrá como número de miembros la totalidad de los integrantes de la Corporación con excepción de aquellas curules que no puedan ser reemplazadas.
Si por faltas absolutas, que no den lugar a reemplazo, los miembros de cuerpos colegiados elegidos por una misma circunscripción electoral quedan reducidos a la mitad o menos, el Gobierno convocará a elecciones para llenar las vacantes, siempre y cuando falte más de dieciocho (18) meses para la terminación del período.
Parágrafo transitorio. El régimen de reemplazos establecido en el presente artículo se aplicará para las investigaciones judiciales que se inicien a partir de la vigencia del presente acto legislativo.
Artículo 3º. El presente acto legislativo rige desde su publicación.
De los Honorables Representantes,

________________________________        ​​​​​​​​​​​​​​​​​​​​​________________________________        ​​​​​​​​​​​​H.R. NORBEY MARULANDA MUÑOZ         H.R. OSCAR FERNANDO BRAVO REALPE
Coordinador Ponente                                   Coordinador Ponente

________________________________           ________________________________        
H.R. HERNÁN PENAGOS GIRALDO              H.R JORGE ENRIQUE ROZO             
Coordinador Ponente                                      Ponente

________________________________           ________________________________
H.R. FERNANDO DE LA PEÑA MARQUEZ    H.R. JOSE RODOLFO PÉREZ SUAREZ                   

Ponente                                                        Ponente

________________________________           ________________________________
H.R. SANTIAGO VALENCIA GONZALEZ      H.R. CARLOS GERMÁN NAVAS TALERO
Ponente                                                       Ponente

________________________________
H.R. ANGÉLICA LISBETH LOZANO CORREA
Ponente    
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